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Derecho Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.07.2004
Responsabilidad Civil por denuncia calumniosa. 

CAS. Nro. 1867-02 UCAYALI. 

P. 12404.

No responde civilmente quien para formular denuncia penal se basó en un atestado policial que indicaba como presunto autor del delito al denunciado. En tal sentido la imputación del ilícito resultaría razonable y sin malicia.  

Base legal: C.C. art. 1982.

Error en la declaración sobre identidad de la persona - Validez del acto jurídico. 

CAS. Nro. 2297-02 SANTA.  

P. 12410.

El que una empresa se obligue a través de un título valor consignando maliciosamente en calidad de girado su anterior nombre social (modificación inscrita registralmente) no perjudica la validez del documento de crédito por cuanto la diferencia de nombres no impide identificar al deudor quien resulta ser la misma persona pero con nombre cambiado.  

Base legal: C.C. art. 209.

Carácter personal de los alimentos. 

CAS. Nro. 2505-02 PIURA.  

P. 12412.

El derecho de alimentos no se extiende a los hijos del beneficiado. 

Base legal: C.C. art. 487.

Transferencia de propiedad de bienes muebles inscritos. 

CAS Nro. 1622-03 LAMBAYEQUE. 

P. 12423.

Si bien es cierto que la propiedad de un bien mueble se adquiere por la entrega física del mismo, la transferencia de propiedad de un bien mueble registrable se entiende realizada con la inscripción registral (entrega jurídica), sin que importe para esos efectos que el bien se encuentre en posesión del antiguo propietario.

Base legal: C.C. art. 947.   

Responsabilidad civil objetiva en accidentes de tránsito.  

CAS. Nro. 1927-02 CHIMBOTE.

P. 12438.

El dueño del auto es responsable junto al poseedor (autor directo del accidente) aunque exista entre ambos un contrato de arrendamiento financiero.

Base legal: C.C. art. 1970.

Inoponibilidad al dañado de cláusulas de limitación de responsabilidad. 

CAS. Nro. 1927-02 CHIMBOTE.

P. 12438.

No son oponibles al dañado las limitaciones de responsabilidad que pacte el dueño del auto con el poseedor por los accidentes que este pueda ocasionar. 

Base legal: C.C. art. 1970 y 1986.

Alimentos para los hijos mayores de edad. 

CAS. Nro. 2361-02 SAN ROMAN. 

P. 12458.

La beneficiada con alimentos que es mayor de edad y madre soltera sin trabajo pierde su derecho por cuanto es capaz física y mentalmente de valerse por sí misma. 

Base legal: C.C. art. 424 y 483.

Tercería de propiedad - Contribución de bienes inmuebles inscritos en los contratos asociativos. 

CAS. Nro. 2051-02 AREQUIPA. 

P. 12441.

No es fundada la tercería planteada por el asociado que contribuyó con su terreno, inscrito a su nombre, a un contrato asociativo cuyo negocio fue la construcción de tiendas sobre el mismo. En ese sentido no puede sostenerse que las tiendas construidas sobre el predio forman parte integrante de este.  

Base legal: C.C. art. 887. L.G.S. art. 440.

Renovación de hipotecas - Caducidad de Hipotecas

CAS. Nro. 2147-02 LIMA.

P. 12456.

No puede obligarse a los deudores hipotecarios a renovar la hipoteca (y por consiguiente tampoco se podrá obtener la escritura pública de tal renovación) aunque la deuda aún no se haya pagado y la garantía esté por extinguirse registralmente. 

Base legal: C.C. art. 1097 y 1098. Ley 26639(1) art. 3.
Derecho Procesal Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 01.07.2004
Demanda de nulidad de cosa juzgada fraudulenta – Sentencias ejecutables. 

CAS. Nro. 1841-02-LA LIBERTAD.

P. 12285.

Para interponer demanda de nulidad de cosa juzgada fraudulenta se requiere que la sentencia ejecutable haya sido ejecutada. 

Base Legal: CPC. art. 178.

Poderes del representante procesal – interposición de medios probatorios.  

CAS. Nro. 1707-02 LA LIBERTAD.

P. 12339.

Para la interposición de medios impugnatorios, el representante no requiere de poderes especiales.

Base Legal: Ley Orgánica del Poder Judicial art. 290.
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.07.2004

Improcedencia del Abandono Procesal 

CAS. Nro. 370-03 TACNA.   

P. 12420.

No procede declarar el abandono procesal cuando la inactividad procesal se deba a la no realización de la audiencia de saneamiento procesal, ya que este es un acto procesal que el juez debe realizar de oficio.    

Base legal: C.P.C. art. 350 inc. 5.

Sujeto exento de pago de costas y costos procesales

CAS. Nro. 2147-02 LIMA.

P. 12456.

La Superintendencia de Banca y Seguros está exenta del pago de costas y costos procesales al ser un órgano constitucionalmente autónomo. 

Base legal: C.P.C. art. 413. Ley 26702(2) art. 345.

Suspensión legal del proceso durante la tramitación de la inhibitoria de competencia 

CAS. Nro. 1883-02 LIMA.

P. 12437.

Los efectos de la suspensión del proceso no sólo se limitan a quien formuló la inhibitoria, sino también a los demás actores procesales.

Base legal: C.P.C. art. 42.
Voto en discordia.

Sí debe declararse el abandono procesal porque si bien es cierto que el juez de oficio debió sanear el proceso, también lo es que las partes debieron solicitar la realización de tal acto procesal.


Derecho Previsional
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 01.07.2004
Caducidad de aportes anteriores al 1 de mayo de 1973 – Aportaciones por riesgo diferidos. 

CAS PREV Nro. 98–02–ICA.

P. 12291.

Toda aportación por riesgo diferido (como las que cubren los riesgos por maternidad, enfermedad, invalidez, muerte y vejez) anteriores al 1 de mayo de 1973, se considerarán como período de aportación al Sistema Nacional de Pensiones, siempre y cuando no se haya declarado su caducidad. 

Base Legal: Decreto Ley Nro. 19990 Primera Disposición Final y Transitoria. D.S. Nro. 011-74-TR (Reglamento del Decreto Ley 19990) art 56 y 57. Ley Nro. 13640 Ley de Jubilación Obrera. 

Contingencia en Materia Previsional – Derechos Adquiridos.

CAS. PREV. Nro. 051-02 LA LIBERTAD. 

P. 12294.

El derecho a pensión se adquiere cuando se cumplen los requisitos de acuerdo con la normatividad vigente, aún cuando el derecho se haya ejercitado con posterioridad. 

Base legal: Exp. 007-96-AA-TC. 

Carácter alimentario de la pensión – Pensión de cesantía – Inoponibibilidad de excepciones a los derechos pensionarios.

CAS. PREV.  Nro. 051–00 LIMA.

P. 12295.

No le son oponibles a la pensión de cesantía, por ser esta de naturaleza alimentaria, las excepciones de caducidad y falta de agotamiento de la vía administrativa.

Base legal: Exp. 856-02-AA-TC.

Cumplimiento del requisito de edad en materia pensionaria. 

CAS. Nro. 140-00 LIMA.

P. 12302.

El requisito de edad mínima para poder jubilarse puede cumplirse, incluso, después de haber cesado en las labores. 

Base legal: Decreto Ley Nro. 19990 art. 44 y 80 inc. a.  

Declaración de caducidad de aportaciones.

CAS. PREV Nro. 294-02 LIMA.

P. 12305.

De la lectura del artículo 57 del D.S. Nro. 011-74-TR no debe desprenderse que antes de su entrada en vigencia no era necesaria que la caducidad de aportaciones sea declarada por resolución administrativa firme.

Base legal: D.S. Nro. 011-74-TR. (Reglamento del Decreto Ley Nro.  19990) art 57.

Nacimiento del derecho a pensión - Cumplimiento del requisito de edad en materia pensionaria. 

CAS PREV. Nro. 062-99 SANTA.

P. 12309.

El derecho a pensión se adquiere con el cumplimiento concurrente de los requisitos establecidos legalmente. El requisito de la edad no necesariamente debe cumplirse a la fecha del cese en las labores. 

Base Legal: Decreto Ley 19990. art. 44. 

El cónyuge como empleador.

CAS. PREV. Nro. 236-02 LAMBAYEQUE.

P. 12311.

Son asegurados obligatorios al Sistema Nacional de Pensiones aquellas personas que tuvieron como empleador a su cónyuge, siempre y cuando dicha situación se haya producido con anterioridad a la expedición de la Ley Nro. 26563
. (29 de diciembre de 1995)

Base Legal: Ley Nro. 26563. 

Derogación de la Ley Nro. 10772.

CAS. PREV. Nro. 117-02 CALLAO. 

P. 12344.

El Decreto Ley Nro. 19990, que entró en vigencia el 1 de mayo de 1973, no derogó tácita ni expresamente el régimen pensionario regulado por la Ley Nro. 10772
. Este fue derogado por el Decreto Legislativo Nro. 817
  del 23 de abril de 1996.

Base Legal: Decreto Ley Nro. 19990 y Decreto Legislativo 817 Novena Disposición Complementaria.

Preceptos constitucionales y acceso a pensiones.
CAS. PREV. Nro. 117-02 CALLAO. 

P. 12344.
El hecho que el Estado haya eximido a Electrolima de la administración de la Caja de Beneficios Sociales sin indicar a qué entidad le correspondía el reconocimiento de dichas pensiones, significa un vacío legal que debe resolverse aplicando preceptos constitucionales que garantizan el libre acceso a recibir una pensión.
Base Legal: Ley Nro. 10772
.
Pensión de orfandad. 

CAS. PREV. Nro. 014-02 LIMA.

P. 12355.

El hecho que la demandante - hija esté inscrita en un registro como asegurada, no implica que esté recibiendo los derechos a la seguridad social provenientes de dicho sistema, a mayor razón si se aprecia que no ha realizado las aportaciones necesarias al mismo. En ese sentido, no se puede considerar que esté amparada por algún sistema de seguridad social, por lo tanto le corresponde recibir la pensión de orfandad regulada en el art. 34 inc. c del Decreto Ley. 20530.

Base Legal: Decreto Ley Nro. 20530 art. 34 inc. c.

Aplicación de la Ley Nro. 25967.

CAS. PREV. Nro. 262-02 LA LIBERTAD. 

P. 12367.

Las disposiciones del Decreto Ley Nro. 25967
 son aplicables sólo a aquellos trabajadores que con posterioridad a su dación cumplieron con los requisitos para acceder a su derecho pensionario.

Base Legal: Decreto Ley Nro 19990 art. 38 y 48. Decreto Ley Nro. 25967. Exp. Nro. 007-96/TC.
Derecho Mercantil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 01.07.2004

Caducidad de los derechos del socio – Estados de cuenta de la empresa.  

CAS. Nro. 877-02 LA LIBERTAD.

P. 12329.

El socio que solicitó judicialmente que la empresa le brinde rendición de cuentas por el período comprendido entre el 16 de junio de 1977 hasta el 3 de marzo de 2001, sólo tiene derecho a que se le brinde dicha información por el período que va desde el 3 de marzo de 1999 hasta el 3 de marzo de 2001. Sobre los períodos anteriores, su derecho habría caducado en virtud del art. 49 de la Ley General de Sociedades. 

Base Legal: L.G.S. art. 49.

Derecho Laboral
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 01.07.2004

Deudas laborales como deudas de valor – Excepción al principio nominalista del pago. 

CAS. Nro. 1305-01 LIMA.

P. 12302.

Toda deuda laboral, al buscar el bienestar del trabajador y su familia, constituye una deuda de valor, por lo tanto, no resulta aplicable el principio nominalista del pago que conllevaría a pagar actualmente al trabajador su acreencia en intis.   

Base Legal: Const. art. 24. C.C. art. 1236.

Conservación de planillas por parte del empleador - Prueba del cumplimiento de obligaciones laborales. 

CAS. Nro. 791-02 ICA.

P. 12315. 

El que haya transcurrido el plazo de 5 años con que cuenta el empleador para conservar las planillas, no lo exime de tener que probar el cumplimiento de sus obligaciones laborales. 

Base Legal: Ley Nro. 26636
 art. 27 inc. 2. D.S. Nro. 001-98-TR art. 21
.
Capitalización de la CTS. 

CAS Nro. 809-02 LAMBAYEQUE.

P. 12347.

Al trabajador que no haya renunciado a que su deuda por CTS sea capitalizada en un 50% (en virtud de lo dispuesto en el artículo 5 inc. b del Decreto Legislativo 802
) se le deberá capitalizar indefectiblemente dicho monto, teniendo derecho a cobrar sólo el 50% no capitalizado. 

Base Legal: Decreto Legislativo Nro. 802 art. 5 inc. b.  D. S. Nro. 005-96 AG
.

Suspensión imperfecta del contrato de trabajo.

CAS. Nro. 625-02 LIMA.

P. 12347.

Toda despido arbitrario declarado en un proceso de amparo, presupone el reconocimiento automático, a la fecha de la reincorporación, del tiempo transcurrido fuera del empleo.

Base Legal: TUO de la Ley de Fomento del Empleo (D.S. Nro. 005-95-TR): art. 44.

Ius variandi

CAS. Nro.  624-02 LIMA.

P. 12349.

Todo cambio en la realización de labores, tiene que circunscribirse en criterios de razonabilidad,  necesidad y funcionamiento de la empresa. 

En la fusión entre ENTEL Perú y Compañía Peruana de Teléfonos, la modificación laboral que se produjo (en  relación a las categorías de los trabajadores) se vio justificada, toda vez que era necesaria la reestructuración interna de la sociedad.

Base Legal: D.S. Nro. 003-97-TR
: art. 9.

Compensación de deudas laborales – Incentivo de renuncia.

CAS Nro. 232-02 PIURA.

P. 12351.

No son compensables con deudas laborables las sumas otorgadas, voluntariamente, al trabajador como incentivo de renuncia.

Base Legal: Decreto Legislativo Nro. 728
 art. 55.  D.S. Nro. 001-97-TR
 art. 57.  

Carácter cancelatorio de los depósitos de CTS. 

CAS. Nro. 002-03 CALLAO.

P. 12380.

Los depósitos de compensación por tiempo de servicios gozan de carácter cancelatorio, no siendo posible su cálculo sobre el parámetro de la última remuneración, para todo el tiempo de servicios del trabajador. 

Base legal: Decreto Legislativo Nro. 650
.

Resoluciones de Tribunales Administrativos Publicadas en “El Peruano”
Tribunal Fiscal

Competencia del Tribunal Fiscal para resolver quejas planteadas antes de concluir los procedimientos de fiscalización o verificación tributaria.

Fecha de Publicación: Domingo 4 de julio de 2004.

Págs. 6065.  

Tribunal Fiscal Nro. 04187-3-2004.

Expediente Nro.:2856-04

El Tribunal Fiscal es competente para pronunciarse, en queja, sobre la legalidad de los requerimientos que emita la administración tributaria durante el procedimiento de fiscalización o verificación, en tanto, no se hubieran notificado las resoluciones de determinación o multa u órdenes de pago que, de ser el caso, correspondan; pero si terminado dicho procedimiento con la emisión de los valores respectivos y en el supuesto que la administración hubiera actuado afectando indebidamente al deudor tributario o infringiendo cualquier norma, el contribuyente contaría con el procedimiento contencioso tributario como la vía idónea para discutir la legalidad de la actuación de la administración.
Resoluciones del Tribunal Constitucional Publicadas en “El Peruano”
Proceso de Inconstitucionalidad
ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO A TRAVÉS DEL MECANISMO DE BOLSA DE PRODUCTOS15– PRINCIPIOS DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL – INTERPRETACIÓN DEL ART. 76 DE LA CONSTITUCIÓN DE 1993 
Datos

EXP. Nro. 020-2003-AI/TC

Publicado el 14 de julio de 2004.

P. 272386 (Sección Normas Legales) 

Antecedentes 

Demandante: Colegio Químico Farmacéutico Departa-etal de Lima. 

Demandado: Congreso de la República.

Norma denunciada: Tercera Disposición Final de la Ley Nro. 27635 (Publicada el 16 de enero de 2002: Ley que modifica la Ley Nro. 26361 Ley sobre bolsa de Productos)

Contenido de la norma denunciada: 

“Tercera Disposición Final: En la ejecución presupuesta en materia de compra y venta de bienes y servicios, las entidades del Gobierno e Instancias Descentralizadas y Gobiernos Locales procurarán realizar dichas transacciones en las Bolsas de Productos supervisadas por la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores, salvo que otras alternativas ofrezcan mejores condiciones de transparencia en la formación de precios de mercado, bajo responsabilidad de los funcionarios encargados de tales operaciones en dichas entidades.

El cumplimiento de esta disposición se supeditará a las condiciones de oferta y demanda en la respectiva bolsa de productos, la que deberá acreditar la imposibilidad de realizar tales transacciones en un plazo no mayor de 10 (diez) días útiles, operando el silencio administrativo negativo.” 

Argumentos de la demanda:

Se sostiene que la norma impugnada contraviene el art. 76 de la Constitución
 ya que dispone que las entidades del Estado deberán adquirir (para el caso de la demandante) medicamentos destinados a los establecimientos hospitalarios del Ministerio de Salud, del Seguro Social de Salud –EsSalud– y de las Sociedades de Beneficencia Pública mediante el mecanismo de la Bolsa de Productos. Sin embargo, la Constitución establece que las obras, así como la adquisición de bienes y servicios con utilización de fondos y recursos públicos, están normadas por la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado Nro. 26850 (TUO aprobado por Decreto Supremo 012-2001-PCM), por lo que, una disposición como la cuestionada, que pretende que la compra, venta o suministro de bienes por las entidades del Estado se realice mediante el sistema de Bolsa de Productos, como mecanismo paralelo y excepcional, es inconstitucional.  

Consideraciones

La interpretación del artículo 76 de la Constitución.

De la interpretación del art. 76 de la Constitución, se recoge que toda contratación estatal - al estar en juego fondos e intereses públicos - debe regirse por los siguientes principios de carácter constitucional: 

i) Una adecuada transparencia en las transacciones;

ii) La búsqueda de imparcialidad e igualdad;

iii) Eficiencia; y, 

iv) Libre competencia 

El cumplimiento de los objetivos descritos se asegura a través de los procedimientos de selección pública  regulados en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (norma que desarrolla el contenido del artículo constitucional bajo comento).  

Sin embargo, no deben descartarse supuestos (como por ejemplo particulares y específicas necesidades de cada entidad, en términos de costo y tiempo –necesidades que van surgiendo como consecuencia de la modernización del Estado) en los cuales el Estado se puede eximir de incurrir en un proceso público de selección para contratar un bien o servicio. Tal posibilidad la prevé la misma Constitución en la segunda parte de su artículo 76. 

Debe advertirse que la Constitución señala que la excepción a la contratación pública debe regularse por ley, lo cual significa que esa excepción puede estar contenida en otra norma legal distinta a la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. Pero, el sistema excepcional a la regla general (contratación pública), para que sea válida, no sólo debe estar regulada en una norma con rango de ley, sino que esa ley de excepción debe respetar y contener disposiciones que permitan cumplir los objetivos de la contratación estatal mencionados previamente (adecuada transparencia en las transacciones, la búsqueda de imparcialidad e igualdad, eficiencia y libre competencia).

Análisis de constitucionalidad de la Tercera Disposición Final de la Ley Nro. 27635.

El Tribunal expresa que el sistema de Bolsa de Productos como mecanismo paralelo a la contratación pública no es per se inconstitucional. El problema está ubicado en la forma como actualmente este mecanismo funciona, lo cual no permite que se cumplan los objetivos de la contratación estatal. 

Concretamente la Bolsa de productos presenta las siguientes deficiencias:

i) El negociar en Bolsa de productos no otorga la posibilidad de que el principio de trato igualitario se cumpla ya que si bien es cierto por este medio se imposibilita la concertación directa entre funcionarios públicos y proveedores, ello no impide que tal posibilidad se traslade hacia las propias Sociedades Agentes de Bolsa, quienes podrían concertar con los posibles proveedores. Más aún, debe enfatizarse que las reglas para la elección de la Sociedad Agente de Bolsa que deberá representar a la entidad, no se encuentran claramente predeterminadas en la legislación vigente;

ii) De la revisión de la normativa que rige las Operaciones en Bolsa (Ley N.° 26361
, Decreto Supremo Nro. 105-1995
, Decreto de Urgencia Nro. 093-2001
, Ley Nro. 27635 y diversas Resoluciones de Conasev), se advierte una serie de deficiencias en lo que respecta a la intervención del Estado, como el hecho de que no existan disposiciones referentes a la obligación de la entidad de comunicar a la Contraloría General sobre las adquisiciones realizadas bajo ese mecanismo. Así, el objetivo constitucional de dar un uso correcto a los fondos públicos se desnaturaliza totalmente cuando no se presentan adecuados procesos de control y fiscalización; 

iii) Es ineficiente el hecho que no se establezcan sanciones en el caso de incumplimiento de los proveedores; 

iv) Se observa, asimismo, que parte de la regulación del sistema se basa en resoluciones de Conasev, lo cual no es consustancial con el principio de reserva de ley;

v) Un elemento importante es la determinación de la calidad y características técnicas de los bienes a adquirir; en ese sentido, en un mecanismo como el de Bolsa, donde se negocia la descripción de un producto, sólo será posible pensar en la intervención del Estado cuando se trate de productos estandarizados. Por consiguiente, resulta inadmisible que el Estado pretenda la compra o venta de servicios a través de la Bolsa, como lo establece la Tercera Disposición Final de la Ley Nro. 27635, pues la comercialización de servicios donde criterios como el de especialidad, capacidad y experiencia le otorgan singularidad, no es susceptible de ser estandarizado.

vi) Para que un sistema de adquisición en Bolsa sea viable, será necesaria una adecuada participación en el mercado de un diverso número de ofertantes y adquirentes, que actúen de manera independiente y donde el flujo de información sea disponible a todos por igual. Aun cuando se alegue que el principio de publicidad se encuentra garantizado con la publicación de las condiciones de la adquisición en el boletín y la página web de la Bolsa de Productos de Lima, resulta poco probable el acceso a estos instrumentos cuando se trata de pequeños y medianos productores locales.

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró FUNDADA la demanda e ineficaz la Tercera Disposición Final de la Ley Nro. 27635 expresando  el sistema de adquisición en Bolsa no presenta garantías suficientes, corriéndose el riesgo de desnaturalizarse en la práctica la contratación estatal, poniendo en riesgo el correcto manejo de fondos públicos.

ACLARACION DE SENTENCIA
Reiteración de posición.

Mediante resolución publicada el 30 de julio de 2004 el Tribunal Constitucional aclaró de oficio esta sentencia. Concretamente el máximo intérprete de nuestra Constitución expresa:

i) El Sistema de adquisición de productos en Bolsa, aún no presenta garantías tales como un adecuado control y fiscalización por parte de la Contraloría General de la República, la estandarización de los productos en venta por parte de expertos independiente a las partes, el establecimiento de sanciones a los proveedores en caso de incumplimientos frente al Estado, mecanismos de elección del agente intermediario, pero sobretodo, todas las disposiciones que regulan esta materia no respetan la reserva de ley material y formal que establece el artículo 76 de la Constitución, por cuanto su regulación ha sido a través de Resoluciones de CONASEV, Decretos de Urgencia atemporales o disposiciones transitorias.

Efectos de la sentencia. 

Siendo que las sentencias del Tribunal Constitucional que declaran la inconstitucionalidad de una norma, tiene efecto a partir del día siguiente de su publicación, las Entidades Públicas a partir de ese momento, deberán habilitar otros mecanismos alternos de adquisición y de ser el caso, aquellos que justifican la urgencia o emergencia de la compra. 

Para el caso de operaciones que se encontraban en trámite ante la Bolsa de Productos al momento de publicada la sentencia, debe entenderse que podrán concretarse únicamente en caso se haya firmado entre el comprador y el vendedor, la minuta de propuesta de operaciones antes del día siguiente a la publicación de la sentencia.

También debe quedar claro que ninguna norma previa a la publicación de la sentencia (como es el caso del Decreto de Urgencia 093-200121), puede habilitar al Estado a adquirir en Bolsa.


Proceso de Amparo

FACTORES PROCEDIMENTALES EN EL PROCESO DE AMPARO - AMPARO CONTRA ORDENANZAS - CONTENIDO DEL DERECHO A LA LIBERTAD RELIGIOSA.
DATOS 

EXP. NRO. 3283-2003-AA/TC 1049-2003-AA/TC

Fecha de Publicación: 1 de julio del 2004.

Pág. 6057

ANTECEDENTES

La demandada, Municipalidad Provincial de Huancayo, expidió una Ordenanza por la que prohibe la venta y consumo de alcohol en bares, video pubs, discotecas y similares desde las 00:00 horas del Viernes Santo hasta las 06:00 horas del Sábado Santo. La demandante expresa que esa ordenanza vulnera sus derechos constitucionales a la libertad de conciencia y religión, a la libertad de trabajo y a la libertad de empresa. Agrega  que la norma impone una “Ley seca” por razones religiosas, no obstante que la Constitución reconoce el derecho a la libertad de culto, pretendiéndose así anteponer dogmas y costumbres católicos sobre todas las personas, creyentes, o no. 

PARTE CONSIDERATIVA 

Consideraciones Procedimentales 

La procedencia de un acción de garantía depende muchas veces de la ubicación en el tiempo de los actos que requieren de tutela constitucional . En ese sentido tenemos: 

a) Actos pretéritos. Hechos o manifestaciones de voluntad suscitados en el pasado que sólo requerirán la tutela cuando se acredite que los derechos fundamentales violados y vinculados a ellos pueden ser reparados mediante la intervención jurisdiccional.

b) Actos presentes. Hechos o manifestaciones de voluntad  que se vienen realizando al momento de la interposición de la demanda; y que seguirán subsistiendo hasta el momento la resolución definitiva. 

c) Actos de tracto sucesivo. Hechos o manifestaciones de voluntad que se han generado y se seguirán generando; es decir, tienen una ejecución sucesiva, y sus efectos se producen y reproducen  periódicamente.

d) Actos en expectativa. Hechos o manifestaciones de voluntad que no se han realizado en su integridad, pero se convierten, cierta e inminentemente, en una amenaza de violación a un derecho constitucional.

En ese sentido, y en el presente caso, el Tribunal considera que estamos:

a) Ante un estado de amenaza cierta, pues existe una norma jurídica que justifica los actos cuestionados.

b) Ante un estado de amenaza inminente, debido a que existe fecha determinada para la consolidación de tales actos (cada vez que ocurra la Semana Santa) . 

c) Asimismo, la norma establece restricciones de forma tal que las mismas se reiteran anualmente en que acaece la Semana Santa, por lo tanto se configura un contexto de amenazas o transgresiones de naturaleza sucesiva frente a las cuales no cabe contabilizar término de prescripción alguno. 

Así pues, es evidente, que en el caso de autos se presenta una coexistencia de los denominados actos en expectativa y actos de tracto sucesivo, por lo que resulta inaplicable la causal de improcedencia establecida en el inc. 1 del artículo 6 de la Ley Nro. 23506. En ese sentido debe desestimarse la excepción de caducidad alegada por la demandada.  

Amparo contra ordenanzas

Si bien la Constitución dispone que no procede el amparo contra normas legales (entre las que se debe considerar a las Ordenanzas), el Tribunal hace una distinción entre normas legales de naturaleza autoaplicativa y las de naturaleza heteroaplicativa, procediendo el amparo sólo contra las primeras. 

En esa línea de pensamiento, normas de naturaleza autoaplicativa son aquellas que no requieren la utilización de actos concretos para irradiar sus efectos. 

En concordancia con todo lo anterior, debe atenderse que la Ordenanza contra la que se plantea el amparo dispone restricciones y sanciones sobre todos aquellos que incumplan en abstracto sus disposiciones, quedando claro que por sus alcances se trata de una norma de naturaleza autoaplicativa y que, como tal, no requiere de actos concretos para surtir efectos, ya que desde su sola entrada en vigencia los genera. En ese sentido, y circunscribiéndose en el presente caso, el amparo también es procedente.  

El contenido del derecho a la libertad religiosa y su equilibrio con el orden público. 

La libertad religiosa se configura como una “zona reservada” y, por tal, prohibida a la injerencia del Estado o de la sociedad. Es una libertad negativa respecto a la cual el Estado debe sólo limitarse a prohibir o restringir determinadas conductas (no convicciones) que atenten contra la libertad religiosa de los demás o el orden público y la moral social.

En ese sentido el contenido esencial del derecho a la libertad religiosa sería: 

a) Reconocimiento de la facultad de profesión de la creencia religiosa que libremente elija una persona.

b) Reconocimiento de la facultad de abstención de profesión de toda creencia y culto religioso.

c) Reconocimiento de la facultad de poder cambiar de creencia religiosa.

d) Reconocimiento de la facultad de declarar públicamente la vinculación con una creencia religiosa o de abstenerse de manifestar la pertenencia a alguna. 

El análisis de la ordenanza contra la que se solicita amparo. 

El Tribunal analiza la Ordenanza contra la que se presenta el amparo y aprecia que ni en la parte considerativa, ni en la parte resolutiva de ella aparecen como fundamento de la prohibición de consumo de licor durante Semana Santa costumbres religiosas del lugar. Por el contrario, la ratio juris de dicha disposición se sustenta en la defensa del orden público. 

El orden público es el conjunto de valores, principios y pautas de comportamiento político, económico y cultural, cuyo propósito es la conservación y adecuado desenvolvimiento de la vida coexistencial.  

En ese sentido, el Estado puede establecer medidas limitativas o restrictivas de la libertad de los ciudadanos con el objeto que, en el caso específico de la defensa de valores como la paz o la seguridad, se evite la consumación de actos que puedan producir perturbaciones contra la tranquilidad pública, el sosiego ciudadano, etc.

Por tales razones, se estima que la Ordenanza cuestionada tiene como finalidad contribuir a que las celebraciones de la Semana Santa se lleven a cabo en armonía con el deseado orden público. No debe olvidarse que acontecimientos con numerosa participación ciudadana pueden ser objeto de perturbaciones en su desarrollo cuando, como consecuencia de la acción individual o grupal de personas con signos de intoxicación alcohólica, se pudieran generar actos de violencia callejera, desasosiego social, y cuyas consecuencias atenten contra la vida o la integridad física de los participantes en dichos actos.

Por esas razones, la demanda no puede ampararse, por cuanto la justificación de su existencia no son razones de tipo religioso sino la preservación del orden público. 

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró INFUNDADA la acción de amparo.

DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES - CONTENDIDO DEL DERECHO A LA SALUD – INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 7 Y UNDÉCIMA DISPOSICIÓN TRANSITORIA DE LA CONSTITUCIÓN DE 1993.
DATOS 

EXP. NRO. 2945-2003-AA/TC 

Fecha de Publicación: 15 de julio del 2004.

Pág. 6069

ANTECEDENTES

Una paciente con VIH SIDA que no cuenta con recursos económicos, demanda al Estado peruano (Ministerio de Salud) solicitando que se le otorgue atención médica integral para combatir su enfermedad: medicinas y la realización de exámenes periódicos. Alega que la negativa del Ministerio de brindarle lo que le solicita afecta su derecho a la vida y a la salud. 

La demandada arguye: i) La pretensión no puede ampararse porque el derecho a la salud constituye una norma programática más que un derecho concreto, es decir, el Estado debe realizar o elaborar un plan de acción ya que la prestación de todo servicio de salud constituye erogaciones que necesitan la habilitación de partidas presupuestarias. En ese sentido añade que la normatividad constitucional
 menciona que cuando por amparo se pretendan hacer valer derechos que impliquen erogaciones al Estado, las demandas deben desestimarse. ii) Las únicas personas a quienes el Estado debe prestar atención contra el SIDA son el recién nacido y la madre infectada, siendo su base legal el artículo 10 del Decreto Supremo Nro. 004-97-SA Reglamento de la Ley 26626 – Ley de Plan Nacional de Lucha contra el SIDA.
PARTE CONSIDERATIVA 

El derecho a la salud como derecho fundamental. 

El Tribunal sostiene que si bien en nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud no se encuentra contemplado como derecho fundamental, sino más bien como un derecho económico y social, cuando la vulneración del derecho a la salud compromete otros derechos fundamentales, como el derecho a la vida, la integridad física o el libre desarrollo de la personalidad, tal derecho adquiere carácter de derecho fundamental y, por tanto, su afectación merece protección vía la acción de amparo. 

Los derechos económicos y sociales y el papel del Estado frente a ellos.

Los derechos económicos y sociales, también conocidos como derechos prestacionales, tienen como objetivo lograr la igualdad social entre individuos, es decir, que las diferencias económicas, sociales o culturales no sean impedimento para la realización del individuo como persona. La base de este pensamiento es la dignidad personal. 

Estos derechos le dan sentido a los derechos fundamentales, pues no puede hablarse de libertad e igualdad social (derechos fundamentales) si no hay educación, salud o calidad de vida digna (derechos económico sociales).  

Al ser los derechos económicos y sociales de carácter prestacional, cuando su realización conlleve el desembolso económico para el Estado, esté deberá elaborar políticas a fin de no desamparar esos derechos. Esas medidas deben ser eficaces, adecuadas  y constantes. 

La dignidad de la persona y su relación con los derechos económicos y sociales. 

No es correcto señalar que el derecho a la salud constituye una norma programática más que un derecho concreto. Este análisis es muy limitado por cuanto toda política estatal debe buscar el resguardo de los derechos, ello en base al principio de dignidad de la persona. En esa línea, el desembolso dinerario para cumplir las funciones sociales no es un gasto sino una inversión. 

Entonces, el Estado no sólo debe no hacer cuando esté de por medio la autonomía de la persona, sino que deberá proporcionar, a su vez, los cauces mínimos para que el propio individuo pueda lograr el desarrollo de su personalidad y la libre elección de sus planes de vida –obligaciones de hacer-. El fin del estado en cualquiera de sus facetas y actuaciones es el de buscar que las personas lleven una vida digna. 

En el caso de las personas con VIH/SIDA resulta contradictorio reconocer por un lado el derecho fundamental a la libertad personal cuando la falta de recursos económicos no permite costear un tratamiento que permita llevar una vida digna. Únicamente mediante un tratamiento adecuado se evitaría que la dignidad, la libertad y la autonomía de la persona se vean afectadas a consecuencia del deterioro de la salud y con el riesgo de la vida del paciente.

El derecho a la salud y su relación inseparable con el derecho a la vida – Contenido esencial del derecho a la salud.  

La vida ya no puede entenderse tan solo como un límite al ejercicio del poder, sino como un objetivo de la actuación estatal. Es por ello que el Estado está comprometido a invertir recursos para garantizar el derecho a la vida.

La salud es derecho fundamental por su relación inseparable con el derecho a la vida, ya que la presencia de una enfermedad puede conducirnos a la muerte o desmejorar la calidad de la vida. Entonces, el cuidar la vida supone tomar medidas para proteger la salud. 

El derecho a la salud comprende: i) El mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como mental, y, ii) El restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional del ser.

Interpretación del artículo 7 de la Constitución que regula el derecho a la protección de la salud. 

Cuando el artículo 7 de la Constitución, cuando hace referencia al derecho a la protección de la salud, reconoce el derecho de las personas de alcanzar y preservar un estado adecuado de plenitud física y psíquica. Por ende, tienen el derecho de que se le asignen medidas sanitarias y sociales relativas a la alimentación, vestido, vivienda y asistencia médica, correspondiente al nivel que permitan los recursos públicos.

Los derechos sociales, como la salud pública, no pueden ser exigidos de la misma manera en todos los casos, pues no se trata de prestaciones específicas, ya que dependen de ejecución presupuestal, lo contrario supondría que cada individuo podría exigir al Estado un puesto de trabajo o una prestación específica de vivienda o salud en cualquier momento.

En consecuencia, la exigencia a través de un proceso judicial de un derecho social dependerá de factores tales como la gravedad y razonabilidad del caso, su vinculación o afectación de otros derechos y la disponibilidad presupuestal del Estado, siempre y cuando puedan comprobarse acciones concretas por parte de este de ejecución de políticas sociales.

Interpretación de la Undécima Disposición Final y Transitoria de la Constitución. 

Recordando que la norma constitucional bajo análisis expresaría que en virtud del principio de legalidad presupuestaria del gasto público, el Estado no podría atender lo solicitado por la demandante, ya que se trata de un gasto no presupuestado, el Tribunal se encarga de sostener que aun cuando el presupuesto de la República se sustenta en el principio de legalidad, ello no resulta ser un alegato suficiente frente a la amenaza o vulneración de derechos, pues es el caso que, sin involucrar mayores recursos de los ya presupuestados, los mismos puedan destinarse priorizando la atención de situaciones concretas de mayor gravedad o emergencia, como puede ocurrir en el presente caso. 

La recaudación presupuestal debe ser entendida como un medio para conseguir los objetivos estatales: lograr una máxima atención a la protección de los derechos de los ciudadanos. 

En razón de ello, el principio de progresividad en el gasto a que hace alusión la undécima disposición final y transitoria de la Constitución, no puede ser entendido con carácter indeterminado que justifique la inacción del Estado, pues la progresividad del gasto no está exenta de observar el establecimiento de plazos razonables, ni de acciones concretas y constantes del Estado para la implementación de políticas públicas. 

El Tribunal señala que el Estado debe priorizar la recaudación y distribución de recursos para llevar a cabo planes en los que estén de por medio beneficiar los derechos sociales, económicos y culturales.

La provisión de tratamiento para los enfermos de VIH/SIDA según la legislación nacional

La Ley Nro. 26626 establece los principios de Plan de Lucha contra el SIDA, destacando, entre ellos, el artículo 7 en cuyo texto se reconoce a toda persona con VIH/SIDA el derecho a la atención integral y a la prestación previsional que el caso requiera. 

La atención integral debe entenderse como la provisión continua de la totalidad de requerimientos médicos (exámenes, medicinas, etc.). La disposición reglamentaria (Decreto Supremo Nro. 004-97-SA Reglamento de la Ley 26626) que limita la protección a las madres y recién nacidos no es fundamento suficiente por cuanto la Ley y la Constitución no hacen distinción alguna sobre el beneficiario de tratamiento de salud.  

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró FUNDADA la acción de amparo.

CONVERSIÓN DE OFICIO DEL PROCESO DE CUMPLIMIENTO A UNO DE AMPARO -  NO REMISIÓN AL INFERIOR JERÁRQUICO POR RAZÓN DE URGENCIA EN LA TUTELA DE LOS DERECHOS - ARBITRARIEDAD Y ACTOS DISCRECIONALES DEL ESTADO - CARÁCTER FUNDAMENTAL DEL DERECHO AL ASCENSO DE LOS TRABAJADORES.

DATOS 

EXP. NRO. 2763-2003-AC/TC 

Fecha de Publicación: 15 de julio del 2004.

Pág. 6073

ANTECEDENTES

Un conjunto se personas pertenecientes al sector diplomático interponen acción de cumplimiento contra el Ministerio de Relaciones Exteriores solicitando el cumplimiento de la Ley Nro. 27550
 y que, por consiguiente, se expida una Resolución Suprema que, subsanando la omisión de no haberlos considerado en la Resolución Suprema Nro. 017-2002-RE, ordene, en vía de regularización, su ascenso a la categoría superior que respectivamente les corresponda. 

PARTE CONSIDERATIVA 

Este proceso de cumplimiento es uno de amparo. 

La Ley Nro. 27550 no estableció entre sus mandatos el ascenso a una categoría superior de personas destituidas arbitrariamente años atrás, sólo reguló: a) La revisión de los ceses indebidos de los funcionarios del servicio diplomático, con el fin de determinar quiénes deberían ser reincorporados, b) A los reincorporados debía computárseles el tiempo cesado como efectivamente prestado a la institución, y c) Facultar a los funcionarios repuestos para participar en un proceso extraordinario de ascensos que convocaría el Ministerio de Relaciones Exteriores.  

Esos tres objetivos se cumplieron para con los demandantes, por lo tanto, en el presente caso no se está ante el incumplimiento de una obligación de hacer emanada de una norma legal, sino frente a la vulneración del derecho a ascender que tiene todo trabajador. En ese sentido, el presente proceso no debe entenderse como uno de cumplimiento sino como de amparo. 

No remisión de los autos al inferior jerárquico – Urgencia de Tutela de los derechos fundamentales. 

Aunque en aplicación del principio de suplencia de la queja deficiente, previsto en el artículo 7 de la Ley Nro. 23506
, se podría declarar la nulidad del procedimiento seguido y devolver los actuados al juez competente a efectos de que la pretensión sea tramitada como amparo, el Tribunal Constitucional considera innecesaria la aplicación de tal principio, habida cuenta de la urgencia de restituir los derechos reclamados y de la correlativa necesidad de que el presente proceso se resuelva de forma oportuna y efectiva, de modo que se pronunciará de inmediato sobre el fondo de la controversia.

El derecho al ascenso. 

De acuerdo con el artículo 7, inciso c) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, concordante con el artículo 7, inciso c) del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales la promoción o ascenso del trabajador dentro de su trabajo es un derecho humano que, de conformidad con la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del Estado, tiene el carácter de derecho constitucional y fundamental. 

Límite a la discrecionalidad  

En toda decisión estatal debe existir un criterio lógico, racional y proporcional que debe reflejarse en la fundamentación de sus resoluciones. Esto permite que la discrecionalidad que la administración posee en determinados actos no se vuelva arbitraria. 

Arbitrariedad de la entidad demandada. 

En el presente caso los demandantes cumplieron con todos los requisitos para poder ascender a los puestos inmediatamente superiores, pero, inexplicablemente, la resolución suprema que debía declararlos en su nuevo grado (R.S. Nro. 017-2002-RE) no lo hizo. Es así que la decisión de la entidad demanda es arbitraria.     

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró FUNDADA la demanda interpuesta, la que debe entenderse como acción de amparo y ordenó que el Ministerio de Relaciones Exteriores expida una Resolución Suprema que disponga el ascenso de los demandantes. 

FUNDAMENTACIÓN DE LAS RESOLUCIONES QUE PASAN A LA SITUACIÓN DE RETIRO A OFICIALES Y MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL – PROSCRIPCIÓN DE LA DISCRECIONALIDAD ARBITRARIA.
DATOS 

EXP. NRO. 0090-2004-AA/TC 

Fecha de Publicación: 16 de julio del 2004.

Pág. 6077

ANTECEDENTES

Se demanda al Ministerio de Defensa, solicitando que se declare inaplicable la Resolución Suprema que pasa a la Situación Militar de Retiro por la causal de Renovación al demandante. Se alega la vulneración del derecho al debido proceso administrativo y al principio de legalidad, además de los principios de razonabilidad y proporcionalidad.

PARTE CONSIDERATIVA 

La sustracción de la materia. 

En el presente caso el demandante cobró sus beneficios sociales por lo que ha consentido la ruptura del vínculo laboral con la entidad emplazada, en ese sentido, la presente demanda deviene en improcedente.  

Overruling.

No obstante lo anterior, la importancia del tema motiva al Tribunal a la elaboración de un nuevo criterio jurisprudencial que si bien no se aplicará al caso que se analiza, será de obligatoria observancia en casos similares futuros.   

Criterio anterior.

El criterio sentado por el Tribunal Constitucional ha sido el de considerar que el pase a la situación de retiro por causal de renovación en las Fuerzas Armadas y Policía Nacional es una facultad discrecional del Presidente de la República, en su calidad de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y de que “(...) el ejercicio de dicha atribución (...) no implica afectación de derechos constitucionales, pues el pase al retiro no tiene la calidad de sanción derivada de un proceso administrativo-disciplinario, sino que su única finalidad es, como se ha dicho, la renovación constante de los Cuadros de Personal, conforme al artículo 168 de la Constitución.” 

Pero tendiendo en cuenta el permanente propósito de optimizar la defensa del principio de la dignidad de la persona humana, se estima necesario establecer lineamientos para la adopción de un nuevo criterio jurisprudencial sobre dicha materia.
Contenido que deben cumplir las resoluciones que pasen al retiro a oficiales. 

Las resoluciones mediante las cuales se dispone el pase a retiro  por  renovación de cuadros a los Oficiales de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional deben fundamentarse debidamente, con argumentos de derecho y de hecho. Tales decisiones deben sustentarse en procedimientos con indicadores objetivos, como por ejemplo, el número de vacantes consideradas en el proceso anual de ascenso y los resultados del mismo, que implica que las invitaciones para pase a retiro por renovación deben darse después de conocer dichos resultados; los respectivos planes anuales de asignación de personal; la relación de oficiales que 

indefectiblemente han de pasar a retiro por alguna causal contemplada en el Decreto Legislativo Nro. 752
 o el Decreto Legislativo Nro. 745
; determinación de un mínimo de años de servicios prestados a la institución y de permanencia en el grado; así como por el estudio detallado del historial de servicios del Oficial.

Derechos constitucionales a los que están sujetos los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú.

a)  Debido Proceso 

El derecho al debido proceso comprende un haz de derechos que forman parte de su estándar mínimo. Entre estos derechos constitucionales, y de especial relevancia para el presente caso, tenemos a los de razonabilidad, proporcionalidad, interdicción de la arbitrariedad y motivación de las resoluciones. Es por ello que el acto de la Administración mediante el cual se dispone el pase a retiro por renovación de cuadros de los Oficiales de las Fuerzas Armadas –y por tanto, también de Oficiales de la Policía Nacional del Perú–, debe observar las garantías que comprenden el derecho al debido proceso.

b) El derecho de defensa

El derecho de defensa que le asiste a una persona en el marco de un proceso sancionatorio en el que el Estado hace uso de su ius puniendi, ya sea mediante el derecho penal o administrativo sancionador, no es aplicable al caso sui géneris del acto de pase a retiro por renovación de cuadros de los Oficiales de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú, ya que éste no constituye una sanción ni, el proceso respectivo, un procedimiento administrativo sancionador.

c) Motivación de las resoluciones  

Un acto administrativo dictado al amparo de una potestad discrecional resulta arbitrario cuando sólo expresa la apreciación individual de quien ejerce la competencia administrativa, o cuando el órgano administrativo, al adoptar la decisión, no motiva o expresa las razones que lo han conducido a adoptar tal decisión. De modo que, motivar una decisión no sólo significa expresar únicamente al amparo de qué norma legal se expide el acto administrativo, sino, fundamentalmente exponer las razones de hecho y el sustento jurídico que justifican la decisión tomada.

d) Los principios de razonabilidad y proporcionalidad.

e) Derecho al Trabajo

La no fundamentación del pase a retiro de oficiales y policías no permite advertir una justificación objetiva y razonable, atentando contra el derecho al trabajo de los oficiales afectados.

f) Derecho a la igualdad ante la ley.

Este derecho fundamental, reconocido por el numeral 2 del artículo 2 de la Constitución, resulta vulnerado con las resoluciones que disponen el pase al retiro por renovación de Oficiales de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional insuficientemente motivadas, por cuanto impiden saber si se está ante una diferenciación razonable y, por ende, admisible por el Derecho.

g) Derecho al honor y la buena reputación. 

Otro de los derechos fundamentales protegidos por la Declaración Universal de Derechos Humanos, y reconocido por nuestra Norma Suprema, es el derecho al honor y a la buena reputación que tiene todo ser humano, derecho que también se ve afectado con el mal uso de la facultad discrecional de la Administración de pasar al retiro por renovación a oficiales de la Policía Nacional y Fuerzas Armadas mediante resoluciones no motivadas y arbitrarias, exponiéndose el honor del administrado, pues las causas de su cese quedarán sujetas a  la interpretación individual y subjetiva de cada individuo.

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE la demanda.

DERECHO DE ASOCIACIÓN Y SU CONTENIDO – CRITERIOS A TENER EN CUENTA AL EXPULSAR A UN ASOCIADO.
DATOS 

EXP. NRO. 1027-04-AA/TC 

Fecha de Publicación: 24 de julio del 2004.

Pág. 6085.

ANTECEDENTES

Varias personas demandan reposición a su asociación en la calidad de directivos. Fueron expulsados, según alegan, de manera arbitraria. 

PARTE CONSIDERATIVA 

El Derecho de Asociación y su contenido. 

La libertad de asociación consiste “(...) en la correspondencia de varios individuos en una organización que establece un esquema de cooperación para alcanzar ciertos fines”. [Nino, Carlos Santiago. Fundamentos de Derecho Constitucional. Buenos Aires: Astrea, 2002, Pág. 335]. 

Entre los principales principios que sustentan el reconocimiento y goce de este derecho se reconoce a:

a) El principio de autonomía de la voluntad. La asociación se forma por la voluntad de las personas. 

b) El principio de autoorganización. La asociación se rige por las normas que ella dicta. 

c) El principio de fin altruista. La proscripción de una finalidad lucrativa no impide que la asociación pueda realizar actividades económicas

Entre las principales características del derecho de asociación se tiene a las siguientes:

a) Existencia del derecho de asociación como un atributo de las personas naturales o jurídicas a asociarse libremente, sin autorización previa y con arreglo a la ley, con el objeto de participar en la vida política, económica, social y cultural de la Nación.

b) El reconocimiento de la garantía institucional de la asociación.

c) Operatividad institucional conforme a la propia organización del ente creado por el acto asociativo. 

Derecho de las personas a asociarse. 

Ahora bien, la persona tiene, respecto a este atributo reconocido por la Constitución, las facultades siguientes:

a) Facultad de fundar una asociación

b) El derecho de ingresar o no ingresar a una asociación, salvo las excepciones establecidas en la Constitución y en la ley

c) El derecho a desafiliarse de una asociación.

Derechos de la asociación como sujeto de derecho. 

En cuanto a la asociación en sí misma, esta cuenta con los dos atributos siguientes:

a) La prerrogativa de la no admisión. Bajo determinadas condiciones de razonabilidad y de no discriminación, puede considerarse como legal que no se acepte la incorporación de una persona al seno de una asociación.

b) La prerrogativa de la separación. 

Asimismo, doctrina y el derecho positivo establecen que en observancia del debido proceso y el principio de legalidad, cabe la posibilidad de apartar de la asociación a uno de sus miembros.

Criterios a tener en consideración cuando se va a sancionar con la expulsión a un asociado.

El Tribunal Constitucional ha establecido como criterios generales, a título enunciativo, para el caso de exclusión de asociados, los siguientes:

a) “(...) las garantías del debido proceso –y los derechos que lo conforman (...)– resultan aplicables al interior de la actividad institucional de cualquier persona jurídica, máxime si se ha contemplado la posibilidad de imponer una sanción tan grave como la expulsión (...)”.

b) Se debe garantizar el derecho a la jurisdicción predeterminada por la ley. 

c) Sólo se puede excluir a un asociado por causales establecidas en el estatuto. 

d) Los hechos imputados a los asociados, como causales de exclusión, deben ser acreditados por la Asociación. 

e) El derecho de defensa debe ser garantizado. 

f) No se podrá sancionar a un asociado dos veces por los mismos hechos. 

Improcedencia de la demanda – Sustracción de la materia. 

En el caso, la afectación o vulneración de los derechos de los accionantes se ha tornado en irreparable, por cuanto ya se ha elegido a otra directiva la cual se encuentra inscrita en Registros Públicos, por lo tanto, la demanda debe ser declarada improcedente. 

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE la demanda.

Conflicto de Competencias
ADMINISTRACIÓN DE PARQUES ZONALES.




DATOS 

EXP. NRO. 0012-2003-CC/TC

Fecha de Publicación: 24 de julio del 2004.

Pág. 6088.
ANTECEDENTES 

Demandante: Municipalidad Distrital  de San Juan de Lurigancho.

Demandado : Municipalidad Metropolitana de Lima (MML).

Competencia disputada: La demandante sostiene que la administración de los parques zonales  ubicados en su jurisdicción es una competencia que comparte con la MML. 

CONSIDERACIONES 

En materia de planificación y desarrollo urbano, el inciso 1.3 del artículo 161 de la Ley Orgánica de Municipalidades establece como competencia y función especial de la MML “constituir, organizar y administrar el sistema metropolitano de parques, integrado por 

parques zonales existentes, parques zoológicos, jardines botánicos, bosques naturales y áreas verdes ubicadas en el Cercado de Lima, en forma directa o a través de sus organismos descentralizados o de terceros mediante concesión” (subrayado agregado).

De una interpretación literal y teleológica se desprende que la competencia en la administración de los parques zonales  corresponde y debe corresponder a la MML. La interpretación teleológica nos diría que los beneficios que otorgan los parques zonales(26), no se agotan en la comunidad vecinal de un distrito, sino que su radio de destinatarios y potenciales usuarios es per se indeterminado. En tal sentido, los servicios recreacionales que proveen esos parques son bastante más ambiciosos que los de los denominados parques locales, y por ello mal podría considerarse que su administración debe permanecer bajo el control de un nivel distrital, siendo lo más razonable atribuirla al nivel provincial, en este caso a la MML. 

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró INFUNDADA la demanda.
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� Precisan aplicación de plazo de caducidad previsto en el Artículo 625° del Código Procesal Civil.


2 Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros











___________________________





15 La Bolsa de Productos, es un sistema de transacción originalmente diseñado para la intervención de particulares, en el cual, a través de la oferta y la demanda, se negocian productos o bienes muebles de origen agropecuario, pesquero, minero, industrial y servicios complementarios.





_________________________





(21) Ver nota 11.





______________________________________





(26) Los parques zonales son ser áreas importantes de recreación pública cuya función está destinada a servir a la población con servicios de recreación activa y pasiva.








� Modifican el segundo párrafo de la cuarta de las disposiciones complementarias, transitorias, derogatorias y finales del Texto Unico Ordenado de la Ley de Fomento del Empleo.


� Ley de goces de jubilación, cesantía y demás beneficios sociales al personal de empleados y obreros de las Empresas Eléctricas Asociadas y de la Compañía Nacional de Tranvías S. A. Promulgado el 09 de octubre de 1946.


� Ley del Régimen Previsional a cargo del Estado.


� Ver nota 2. 


� Ley por la que se modifica el goce de pensiones de jubilación que administra el Instituto Peruano de Seguridad Social - IPSS.


� Ley Procesal del Trabajo. 


� Normas reglamentarias relativas a obligación de los empleadores de llevar Planillas de Pago.


� Ley de Saneamiento Económico Financiero de las Empresas Agrarias Azucareras.


� Aprueban el Reglamento de la Ley de Saneamiento Económico Financiero de las Empre- sas Agrarias Azucareras.


� Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 728. Ley de Productividad y Competitividad Laboral. 


� Ley de Fomento del Empleo. 


� Texto Unico Ordenado de la Ley de Compensación por Tiempo de Servicios.


� Ley de Compensación por Tiempo de Servicios.





� Constitución de 1993. Art. 76: “Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes.


La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La Ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades” 


 


� Ley sobre Bolsa de Productos.


� Disposiciones Reglamentarias de la Ley de las Bolsas de Productos.


� Ley que autoriza a entidades de la administración pública a adquirir productos agrícolas mediante la Bolsa de Productos de Lima.





� Específicamente el artículo 25 de la Ley de Hábeas Corpus y Amparo, y la Undécima Disposición Final y Transitoria de la Constitución de 1993 (que reproduce el contenido de la Sexta Disposición General y Transitoria de la Constitución de 1979). 





� Ley que establece la institucionalidad democrática del servicio diplomático de la república y crea una comisión especial encargada de revisar los pases a situación de retiro y los ceses indebidos desde 1992.


� Ley de Hábeas Corpus y Amparo. 


� Promulgan Ley de Situación Militar de los Oficiales del Ejército, Marina de Guerra y Fuerza Aérea.


� Ley de Situación del Personal de la Policía Nacional del Perú.
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